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La IJirectilJa 80/987/CEE sobreprotecdón 
de los trabn:fnLlores en caso de insobJerlcia del 
empresario~~ t:ÚJ la f(/icacia dirt~cta a la 
responsabilidad delEsttJdo, Sentenl'ins 
Prtlncovich ér Bonffoci y Wágner Miret 

M."- Piedad I .Ópcz .. ·Rornem Gonúlez 

Pro(éora de Imroduccíón al Derecho Comunitario de b Universidad de Valladolid. 

l. JNTRODlJC:C:ION 

La labor interpretativa y cre-adora del TJ·ibll 
na1 de Justicia, ha jugado un papel esencial, 
sobre todo, al es1abkcn los principales rasgos o 
principios" el de cficn:ia dircC\<1 y prirn;Kh-del 
derecho comunirario, como ordenamiento pro· 
pio y original. 

El ohjcm 1-imdamcntal de esre nabajo va ;1 

ser, el an~lisi~; de dos Senrcnci:1s del Trillllrd de_ 
Justicia de Luxemburgo ( a panir de ahora 
'IjCI:.), imponantes, no solo en cuanto a su fina-­

lidad de iutcrnretación de una Directiva 
' 

incluida demro del llamado núcleo del Derecho 
Social Comuni1ario, ~ino en nwn1o que suponen 
la indusión ele tltl nuevo rasgo o principio fun" 
darnental, que es, el de responsabilidad dtl 
Estado por daños causados por violaciones del 
derecho comunitario que le sean imputables. 

Como se ha venido observando, desde la 
uución de las Comunidades, los principios de 
eficacia directa y primada aunque han sido y 
son, los pilares básicos sobre los que se dcsarro .. -
Han las relaciones entre derecho comunircu-io y 
derechos nacionales, no han rC"suelto todos los 
problemas, concrctamenre los que afectan a los 
derechos de los paniwlarcs derivados de! dcn:­
cho comunitario. Es prccis<lmcnle en el 
momento de plantearse la cflca_cia directa de u11~1 
Din:ctiva, y dada la no concurrencia de los 

rcqu1Sl<08 ncccsanos para s11 reconocunH·nro, 
cuando el TJCL recurre finalmen\e al principio 
de rc:;ponsabilidad dd Estadu. E~> de l'Spt:r:u que 
a la hu1a de :-J_!Jiicar d derecho comunir2rio, los 
paniculares H·.cnrran 2. este ]Jrincipio, 8.lter{m 
dosc de esta fórma y en buena medida, ::.u~ H:la"· 

ciones, hasu ahora estancadas, con la Comuni·· 
dad y los Esrados. 

2. UN 1\C:ERC/\MIFNTO AL DERFC! 10 
SOCIAL COMUNJTARIO: LA 
DJ!(EC:TIVA 80/987/C:EE SO!lltE lJ\ 
APROXJMAC!ON DE !.AS 
LEGISLACIONES DE LOS ES'JADOS 
MIEMBROS RELATIVAS A LA 
PROTECCION DE LOS 
TRABAJADORES EN CASO DL 
INSOLVENCIA DEL EMPRESARIO' 

Desde su creanón la Comunidad Europea 
se ha centrado rundamcntalmerue en objerivos 
de tipo económico, dejando de Hn lado los objc-­
óvos sociales. Es más , hoy por hoy no se puede 
hablar de b existencia de una auléntica PolíLic;~ 
Soda] Comunilaria (aunque en el Ti·atado de );:¡ 

Unión Europe;l se faliciten una serie de medios 
para ller,;ar a ella) , habiéndose dado respecto a 
ella ran solo pcqueílas pinceladas. 

Er1 concre1o en J 9T1 se adoptü una Resol u .. 
ción del Consejo-' que insrit uyó un l'rogram;J ele 
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Acción Soual, dentro del cual se enr;loba la 
Dircctiv<l olJjC~to de análisis, y cuyo flmdamento 
se cncomnba en los ~utículos 100 y 117 TCEE. 

lx1 Direo-iva 80/SlB//CEE cabe simarla corre 

las disposiciones comunitarias adoptadas en el 
Út"él del dcn:cho individual dd traba;o, en ¡-amo 

que ricne por mew la armonización legislativ<J de 
los Estados miembros en la mareri<J'. 

Junto a csra Directiva y dentro del derecho 
individual del rrabajo, surgieron tarnbir~n, la 
1 )ireniv;¡ sobre despidos colccr-ivos' y la Directiva 

sobre 1rasmisión de empresas', cons¡imyendo 
rodas ellas el núcleo dd denominado Derecho 

I.alJoral Cornunitario. 

De esl;-J$ Directivas, la que menos jurisprn·­
dc11Cia h<i producido ha sido la Directiva 

80/9S7/CEE, sofm: todo por que cst<lblecc clara-· 
nwmc las obligaciones de los Ü;lados, en cuanto 

<1 b pm1ccc¡ón de los n:tbajadorcs así olmo a los 
supu("stos en que c.<aas wrgcn. l .a poca jurispru-­
dmcia surgid:1 en torno ;J es1n Directiva hasla h1s 
Sentencias FralKnvich y \X/agner Mire¡, se había 

ccmrado en puros incurnplirnicmos'' de sus man · 
(Lllos por parte de los l·~srados ... Ultimamcntc se 

h<1 demostrado que sn aplicación es más compli­
cada de lo que p;¡reda. 

El por qm~ de la adopción de esta Directiva 
es simple; ;¡ pes:Jr de que b mayoría de los países 
europeos había11 establecido un régimen de 
~;q~uro {k salarios, oll'os carecían de ral lneca­

nismo proteuol (Luxemburgo, Crccin e 
lrbnda), ;mnquc cuellos existían dicaces instiw­

cioncs de atención altrah<ljador desempleado (en 
l\alia v. gr. el régimen de la Cassa imcgrazionc 
guadagni cread;t en 1 9/5), pero que no estaba.n 
adaptadas ;¡Jo establecido en la Directiva. Tfas un 
estudio rc;_diz<Jdo por la Dirccuóu General de 
1-'.rnpleo y Asnmos Sociales de la Comisión Euro-­
,)t."<l., se concluyó oue era 11eces;:;rio increrncntar la 
e • ' 
pw1ección de los trabajadores en los supuestos de 

iu.mlvcncia del empleador; que los crédi1os prole-· 
gidos debían afectar no solo a la remuneración 
del lra_bajo propi;:;mc1uc dicha, smo tambió1 a 

las pres1 aciones accesorias; que exiscía una cbra 

tcndc:ncia preferencial por establecer un régimen 
de ¡;aran tía de los créditos laborales por un<1 caja 
pública, inspirado en los principws de la Seguri-­
dad Social y sostenido por cotiz<Kioncs cxdusiva-­
mcnle de los empn.'sarios y finalmente; que se 
debían tomar en considcr;tción además de b 
quiebra otros supuesto~ de insolvcrlCia noloria del 
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empleador. 
Fin<Jimenrc y teniendo en cuenta todos 

esws aspecros, el 7,0 de octubre de 1980 se 

adoptó la Directiva 80/987/CEP que es una 
normativa mínimd, para que los J:<'.stados la tras-­

pusieran, en su caso - pudiendo ser mejorada -- a 
sus ordenarnienros. 

Para entender mejor las Senrencias Franco­

vich y Wagncr Miret, es preciso qtJe har,amos 
una breve referencia a la estructura y contenido 
norrnativm; de esta D1rcct1va. 

En cu<Jnro al 3mbito de aplicación, sus dis­
posiciones se aplicall a los créditos en favor de 
los trabajadores <1salariados, derivado,, de sus 
contratos de trabajo o de relaciones laborales, 
frente a ernprcsartO.'i que se encuentran en situa· 
ción de insolvencia. 

Pero es sabido que esta regla tiene sus 
excepciones, csro es, según el arrículo 1.2, " los 
l·:stados rnicmbros poddn, excepcionalmente, 

exduír del ámbi1 o de la Direniva los crédi1 os de 
cictcnninadas categorías de trabajadores asalaria-­
dos, en rnón de la naturaleza especial del con·­
lraro de rrabajo o de la relación !ahora! de aque­

llos; o en r<u.ón de la existencia de otras fOrmas 
de garantía que ofrezcan a los unbajadores asaln-· 
riadas una protección er_¡uivalentc a la que 
resuh:<J de la prescnrc Dirccriv~t"'1 • 

L1s excltL~ioncs debían comunicarse 3 b 
C:omtülic.lad para recogerlas en un Anexo de la 
Dircniva, y así lo hicieron Crccia (en maLcría 
pesquera y rnarüima), 1 lolanda (servicio domés-­

tico), Irlanda (varios supuestos), Tta!ia (en mate· 
ri<1 marítima principalmente), y d Reino Unido ( 
en materia marítima y los ccínynges de los 
empresarios). Debido a que Espaíla no formaba 

parte de la Comunidad en el mometllo de adop­
tarse la Directiva, hubo de esperar a presentar sus 
exclusiones hasta 1987, afto en que se adoptó 
una Direcriva al efecto, la Dirccriva 

8"//1 6ft/ CEE, que incluyó como excepción espa­
ilola la de los empleados dornésricos al servicio 

de una persona fís1ca. 
Pero esta no es la única excepción que se da 

re~pecto al derecho espaíiol; dado guc en esra 
Directiva no se recurre a nn concepro comumta­
rio de trabajador sino que cada país deberá mili-­

zar el suyo propio. Así, es sabido, que en Espaüa, 
el Estatuto de los trabajadores no incluye en 
dicho concepto a determinadas personas, entre 
otros, funcionarios públicos, consejeros, realiza· 
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dores de prestaciones personales ... ect, no cxdu­
yó1dose los trabajadores sometidos a los contra­
tos especiales dd artículo 2. de dicho Esta<:uto 10

• 

En el an 2. 1 de la Directiva se recor;en las 
situaciones de insolvencia del empresario, que 
pueden dar lugar a que operen las garantias sala­
ricdcs. Por un lado se refiere a aqLtclb situación 
en que se haya solicitado la apertura de un pro·· 
cedimiento referido al patrimonio del empresa-­
rio, tendente a reembolsar colectivamente a sus 
acreedores. En este caso se encontrarían los 
diversos procediinientos concursales civiles y 
mercantiles (quiebra ,suspensión de pagos .. en). 

Como ha señalado parte de la doctrina, la 
f-Ormula utilizada en este caso por la Directiva es 
arnplta por que abarca por igual a los sistcrnas 
unie:nios como el alemán, en el que .·;e unifican 
los sistemas concun;alcs civiles y mercantiles, y 
los sis1 emas dualisras como el cspaíí.ol, en el que 
las instituciones concursalcs civiles y mercantiles 
son distintas. 

'l8.mbién opera la Direcriva en los ca:;os en 
que la amoridad competenre," haya decidido la 
aperwra del procedimiento o haya consrnado d 
cierre definitivo de la empresa, así como la insu-­
ficiencia del activo disponible" 11

• 

En cuanto a las garantías, la Directiva esla­
blcce, unas, referidas a las remuneraciones ( an 
3), y otras, referidas a la Seguridad .Social. Dichas 
garantias son las mínimas , pm!Jcndo los Estados 
establecer dist)osiciones ndL~ favorahlr~~- En mate­
ria salarial, se impone la obligación de que las ins­
riruciones de garantia aseguren d pago de los cré-­
diros impag<ldo.s a los trilbajadores asalariados, 
que se refieran a la reLribución (concepto que 
definirá cada Estado) corrcspondieme al pcriódo 
anterior a una fecha, que a elección de los Esta"· 
dos miembros puede ser, en primer lugar, la del 
momento en que se produce la insolvencia del 
empresario, en segundo lugar, la del preaviso de 
despido del rrabajador asalariado aff:'Clado, dado 
en razón de la insolvencia del empresario, o por 
último, la del momento en que se produce la ter­
minación del contrato de rrabajo o de la !"elación 
laboral del trabajador asalariado afecrado, produ-· 
cido en razón de la insolvencia del empresario 12

• 

Por último y a los efectos de este trabajo, ya 
solo nos queda hacer una referencia al organismo 
encargado de hacer freme a los pagos, aspecto 
esrc importante, como veremos, en relación a las 
Sentencias hancovich y Wagner Mirct. 

En su anículo ), b Directiva dispone que 
los Estados regulanin la organi:/<l.ÓÓn y fimciona-· 
miemo de las instituciones de garantía, de con 
formidad con los siguientes principios: 

a) El patrimoruo de la inslitución g<tranliza-· 
dora deberá ser independicrnc del c1pilal 
de explotación de los empresarios e inem­
bargable por causa de insolvencia. 

h). La financiación se cubrirá mediante 
c;arantias públicas, aportacwnes empresa-· 
riales o ambas. 

e) La obligación de par;o de las instimciones 
de r;arantia, sná indepcnd.icn1.e del cum­
plimiento de las obligaciones de comri··· 
buir a la flnaJl(:iación, esw es, en d pago 
de las prestaciones por la instituciGn de 
pprantia debe rep;ir d principio de amo-· 
maácidad, sin que aquellas pued:1.n qm"·· 
dar condiciorwda:; por b coti:r:ación prc··· 
vi;J e))}prcsarial, o b cxisu;ncia de fímdos 
s¡¡ficientcs. 

F.n EsvJ.iú d or¡:;.wismo que s:Jnsr,Kc estos 
requisitos es el ¡;ondo lk Caranda 5aL.tri:d 
(FOGASA), aunque hay quien duda de qnc se 
cumpla, en su regulación, d principio de auto-­
fltrl.ticidad procedimcnt~ll reconoc.i(la a los traba­
jadores, al r.~xigirseles una serie de condiciones 
para el rcconocimienlO de sns derechos''. 

Aunque no hemos hecho rckrcncr<~ <l tndos 
los a:;pcctos de la Directiva 80/9R7/( TI\, caJifJ. 
cHb por cieno de tímida y pocn avaut.ada e 
innovadora, lo dicho h;:¡sta aqní hclSla p<u~J com-­
prender mejor los hechos y las Scwcnr:ias surgi­
das de los asumas 1:rancovich y Wagncr i\1iret, 
que ;Jnalil".arernos seguidamente. 

3. SENTENCIA 
I'RANCOVICH & BONIFACI 
DE 19DENOVIEMP,REDE 1991'', 
EFICACIA DTRECTA Y 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 
MECANISMOS DE INVOC:Aili/.!DAD. 

La Sentencia objeto de csrodio fiJC el resul­
tado del plarHeamiento de varias cuestiones pre" 
judiciales, interednd.ono.\ ahora las dos primeras 
prcgumas lam;adas al.J](:J~, UJ1<l sobre la eficacia 
dircctct de la Directiva 80/9W7/CEE, olra sohrc~ 

la responsabilidad de los Fst;ulos cua11do no se 
da el efecto directo , problemas , ambos, que 
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pcnencccn a sn vez a la csí-Cra de la aplicación 
judicial del derecho conmnitario.; o lo que es lo 
mismo, a 1<1 teoría de la invocabilidad dd dcrc-­
dw con.wnir-ario por los particularcsu' , y al pro·­

bkma de la sanCIÓn, llegado el caso, a las in frac­
cione; del derecho conumitario (d-Cctividad del 
derecho coniunirario);. Nos encomramos ante 

un asunto en d que las consccucncids negativas 
para los paniculares por la no transposición al 
derecho inn:rno de una Din:ctiva, eran sorpren­
rlrontes, y en consecuencia, en d que las p<lrtes 
demandanu:s, no teniendo dar;¡_ }a vÍ<l de b cfíca-­

cia durC1 a para mvocar sus derechos, eligen sub­
sidiariamc.ntc la vía d.c la n'spons:!hilicbd del 
_E,tcldo al margen de la cf-lca_c:ia direct;1 .. ;,, 

Los hechos que dieron origen allingio fúc-­
ron los siguientes: 

·¡J Sr. Francovich fKHTC del litigio principal 
en el astrnto C--6/90, había 1 r-abaj;Hio para la 
cmprcs;l "CDN J.'JctHonÍc:l snc" en Vin:nza rcci­

hí('ndo pnr ello r.:m solo :nnicipos cspoddims 
sobre .'d_t s;-dario. Por cst3 razón inrerpuso 

dnn:mcb ame b Pret!H<l de Vicenza, que con-· 

denó a 11 empresa al pago ck aproxinudarnentc 
6 millones de liras itcdhucts. Debido a que d 
demandante no pudo conseguir cobrar esta can-­
tidad de b cmpres;¡, invocó emonces el derecho 

:1 obtener del LstCJdo irak\Jlo las e;amnlÍas previs-­
r;:¡s por L1 Direui<.'a 80/9fl//CF.E, o con canictcr 
sulJsidiario, l!rw indctnni;<ación. 

Por mro bdo en el ;1s1mto C-<J/90 a la ,)ra. 
1 hnib Bonif;_¡ci y otras u-cinía y tres trabajadoras 
de b C•llprcsa "· Caia Conf-{·J.ioni srl" dcdarad<l en 
q1.1icbra en 198:5, se 1cs dcbíau rnás de 235 millo-­
nes de liras italianas que: habían s1do induidoc; en 

el pasivo de b empresa dedar:1da en qniehr<1. Más 
de cu;mo ;-¡iios después de producirse la quiebra, 
no se les había pagado nad<t y el sfndic:o de la 
quiebm les había comunícado que era improba-­
ble que i111hicsc un reparto en s11 favor. Ante esta 
situación las partes demandantes presenraron una 
dcmandd conrr:1 la !Zepüblica ilaliana solicil;mdo 
que teniendo en cuenta las oblie;aciones estableci­
das en la Directiva B0/98/ /CEE, se h: condenara a 

pagarles las carrcid:1dcs adeudadas en concepto de 
atrasos de salarios, al menos por lo que .~e referí:a a 
bs tres últimas mensualidades, o en su lu¡:;ar, al 
pago de una indemni~:ación. 

i\ntc estos hccho.'i a la Prctllr<l de Viccnz:1 y 

a la 1.\cr_ura de lbssano del Crappa no les qnedó 
orra !;olucicín qne pbnrcar vanas cucwones pre-· 
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judiciales al Ii-ilmnal de Justicia de Luxembur¡_>;o, 
de las cuales nos nmos a cennar en la primer;¡ 
que a Sil vez se desdobla en dos, por un lado se le 
prcgunra :Jl Tribun;:¡] si la Directiva 80/98//CEE 
puede producir cfixtos directos( cuando falta la 
ejecuóón de la Directiva por parte dd Estado, 
que en est-e caso además h:d1ía sido declarada a 
trav(~S de Sentencia) en favor de los particulares, 

y por otro; si en caso de respuesta negativa a b 
primera preGunta, pueden los particulares reda·· 
mar una indemnización al Estado que ha omi­
tido adaptar dcbicbmente su derecho JJHerno a 
la Directiva (en el plazo eslablecido). 

En sn Sentencia, y respecto a la primer;-¡ pre­

e;wna, d Tribunal de Luxembnrgo llega el la con­
clusión de que las disposiciones de la DireCiiva 
80/987/C}_.J,: qne definen los derechos de los tr<J­

haj:-tdoncs, deben interprer.arse en d scmido de 
que los interesados no pueden invocar esos dere--­
chos cnl_\ll'a d f':stado ante los órganos jmisdiccio-­
nalcs nacionales a falra de ejecución adoptada 
dentro del pbw scíialado. F! 'Jfibunal para llef_';;JT 
a esta conclusión , primero recuerda muy por 
encima los elernentos esenciales, recogidos de su 
jurispnrdencia, relativos al efecto dirccro (meca .. 

nismo de mvocabilidad de ~usrimción) ck: las 
Dircct:Ivas ( pasar el phzo de trasposición y desde 
el pumo de vista del conrenido que bs disposicio-­

nes sean incondiciomks y suficientemente preci-­
sas) , y después csiUdia su aplícauón concreta a la 
Directiva 80/98"7/( ~EE, baciól<lolo en rres phno~; 

dislintos, la dcrcrminación de los beneficiarios de 
l<J g;:¡r;¡nrÍa, el contenido de la misrna, y por 
último h idenridad del deudor de esta ganuJtÍa. 

Dado (lfJe en el amcrior epígrafe csntdiarnos csros 
distimos aspectos de la Dirccriva .mlo observare­
mos que uo sin justificación ,el 'Jí·ibuml decide 
que en cu<J.nto a los dos primeros aspectos no hay 
problema par;:¡ de1-erminar la eficacia direna, pero 
si que lo hay en cuanto all1ltimo es decir, d de la 

idemidad del deudor de la garantía. El Tribunal 
entiende que la Directiva no es lo ;;uficienrernenle 
precisa respecto a quién debe ser considerado deu-­

dor de la garantía, al dejar gran margen de dis-­
creccionalidad c:n manos del Estado, y por otro 
lado que sobre la base de la Directiva d Estado no 
puede ser considerado como deudor solo por no 
haber adopr<Jdo en el plai'.O establecido las medi­
das de adaptación de su derecho nacional a L-t 
J)ireCliva. l~s precisamente este razonamicnro el 
que lleva al 'Ji-ibunal a sus condusiorJcs finales. 
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Es preciso destacar el buen era bajo realizado 
por el Abogado General Mischo, que en sus 
Conclusiones Generales y de una manera amplia 
se detiene en cada uno de los aspectos de la efica·· 
cia direna, recorriendo la extensa jurisprudencia 
del Thbunal de Justicia. A pesar de observar que 
las disposiciOnes de la Directiva 80/98//CEE no 
gozaban de eficacia direcra, el Sr. Mischo consi­
deró la necesidad de examinar la jurisprudencia 
comunitaria en la materia, para rebatir la postura 
de algunos r;obiernos que preseHaron observa-· 
ciones basándose cquivocadameme en la misma , 
y digo equivocadamente, por que estos gobier-­
nos llegaban erróneamente a la conclusión de 
que el derecho comunitario dilectameme aplica-· 
ble, no puede servir de fundamento a una posi­
ble acción entablada por un particular ante un 
órgano jurisdiccional nacional, para que se repa­
ren los perjuicios prodt1cidos por un Esrado 
miembro de sus obligaciones cmnunitarias. 

La Direniva ha llamado siempre la aten 
ción, al ser la fl1ente más importante de derecho 
derivado. Las dificultades respecto a ella parecen 
provenir sobre todo, de !os rerrasos en la trans­
posición de las mismas a los ordenamientos 
nacionales (caso Francovich).La declaración de 
numerosos incumplimientos por parte de la 
Comisión y del TJCE en este senrido, a travó 
del procedimiento previsto en el articulo 169 
TCEE, no resuelve los problemas en cuanto al 
sistema jurídico mismo de la Dircctiva19

• 

Dado que los Tratados solo reconoCÍai1 apli­
cabilidad directa r~l Rer,lamcnto, y ame los pro-· 
blcmas planteados para la aplicación del derecho 
comunitario en general y en particular de las 
Direcrivas , hubo de crearse la llamada teotia del 
d-Ccto directo. Pero en la teoría del efecto direno 
no terminaba todo- la Sentencia Francovich es 
una muestra de ello-o lo que es lo mismo no ter-­
minaba wda la invocabilidad de las Directivas. 
En apariencia, y según se deduce de las primeras 
Semencias del TJCE'11

, roda la invocabilidad de 
la Dilectiva, entendida como la posibilidad de 
las partes de prevalerse en justicia o ante las 
autoridades nacionales de lo contenido en ellas, 
depende de reglas que gobiernan la LeolÍa del 
ef-ecto directo, pero en b realidad no es así. 

Efectivamente cxisre la invocabilidad derivada 
de la eficacia directa. 1--<~~r.a ültima, segün jurispru­
dencia dd TJCE, basada en el efecto t'uil del dere .. 
cho comunlrario, le será reconocida a las disposi .. 

ciones de una Direcr-ive1 reunidos un<l scnc de 
requisitos que se recogen en la Senrencia Bcckc12

; ( 

en la que se sintetizó toda la teoda del efecw 
directo), esto es, que la disposición sea lJlcondicm­
nal y suflcienremente precisa y que el FsLado no 
haya transpuesto la Directiva en el plazo seflabdo 
o la haya transpuesto incorrecramenre( mecanismo 
de invocabilidad de suscittJCÍÓn). 

Ademi~ hay que decir que esra reoria de la 
eficacia directa se complementa con lo csc-JLlc-­
cido en dos Sentencias, por un lado en d as11nto 
Rattin se hace ve1ler que el E.c;t·ado no puede opo­
ner a los paniculares el no cumplirnienro de las 
obligaciones que la Dircctiv;:¡ comporta y por 
otro,en Fralelli Constanzo2

;, se F.srableció qtw la 
Directiva no significaba invocabilidad wlo f'll 

jLtSÜcia, sino también delante de todJs la auton · 
dadcs estatales af-ectadas. 

Se ha llegado a hahlar de Lt posibilidad de 
unificar la teoría de la invncabilidad,( woría por 
cierto muy sofisticada y nccesiracb, en consc-­
cuencn, de simplif\r:ación) , unificación que 
podría venir pot d ab;mdono de la 1eoría del 
efecto dirccto, pero cs1:0 en r;cneral no e~; acep·· 
t.ado y ademcís supondría u na rnodif-icKión pro­
funda de la jurisprudencia comunitaria. 

Exisle ia posibilidad de invocar b<; di:;posJ .. 
clones de la Directiva basada en 01 ms mecanismos 
que no sean los de la reoria de la dlcaciJ dircn;:¡, 
así en el asunto Marlcasing'' d TJCb-cii ctsos en 
que no se reunen los requisitos de cfJcacía dircct:l­
dijo texrualmentc que " al ;:¡_plicar el lkrcdw 
n<tcional, ya sea disposiciones anteriores o poste-­
riores a la Dii'cctiv;:~, el órgano nacional que dehe 
imerpretarla, está obligado a hacer todo lo posi-· 
blc, a la luz de la letra y de h finalidad de la 
Directiva, p<Ha, al cfcctue1r dicha interprctauón, 
alcanzar el resultado a que se refiere la Directiva y 
de esta forma atenerse al párrafO tercero dd aní-· 
culo 189 del 'lí·acado". Esto es, en orras palabras 
supone la afirmación de la utilidad de b Directiva 
como norma de referenCia para la interpretación 
del Derecho nacional que no esl<Í en sintonía con 
los objetivos de la Direcriva (mecanismo de invo--· 
cahlidad de irnerpre1·ación o trasv<Jse). 

La Sentencia Marlcasing refiJcrza la obhga 
ción de interpretación, que ya había sido cwible­
cida en la Sentencia Von Colson·'',:}(krn;Ís en esra 
t'drima, S(: refería a la interpretación de una di.~· 

posición nacío.1al ql1C afecraLa a 1as rd;icioues de 
los particulares con las ;mroridadcs nacionales y 
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no a hs n:lanones cnHe parucularcs, corno ocu­
rre en M_arlcasinF. La ScmcnCJa es im¡"Jon:anre, ,, 
por que d recurso ;d principio de interpretación, 
m1 csd somcrido a condiciones e.~peciaks como 
ocurre con el pri11CÍpio de cfic;¡cia duccta. Por 

LUHO mientras d TJCE no cstaLlczca nuevos 
limircs :1 la ohligOJ_ción impuesta a los Tí:ilmnalcs 
nacionales de inrerpretación del derecho nacio-.. 
nal confónne a bs Directivas comunitari:~s, y 
esta Ínlerp-retación deba rcaló.arse también en la 
esfera de las relaciones ClülT particulares, se 
entiende que puede obtenerse por esta vía un:t 
convergenci~ en b pd.crica, entre el principio de 
inrcrprcración cot1fOrme al derecho comunitario, 
y el del effoo directo horiwntal, result-ado este 

que en parte podtia resolver d pmblcm:1 de b 
invoc;l_Lilidad rcstnngida ele bs Directivas que 
tn\t:Hnos a_ conrmuaciÓn 2

". Algunos nn ohscunc 

n:conoet:n que no sed tan Cícil :1plic:~r la vL-: de 
la ímer¡m:U!C!Óil y qqc lo normal será qw d 'üi 
lnnuí nacional, forzado pm la parte perjudicacb 
por sn inrcrprctación, U_Tmillc planteando una 

CliCSliÓn prcjudiciriJ <UitC eJ 'J]CI:~2-_ 

Par:1 rcrrmn~u de demostrar b complcjlrbd 
del tem:1 de la invocahi!i,bd ck la!; disposicione~ 

eh-' b Directiva, renernos qm~ decir, corno hemos 
;¡dvnlido ya, que :llJilella es muy n;~stringida 
(m;'ts que 1:1J ulra~; di~;¡;u~iciuu1:!; de dnn:lw 
comunil:\rio). Fsrc c;¡f:Ícrn restringido se for-­

llll!b en el asumo lvLushall'' pm la exclusión dd 
ckctn hori:t.on1al, es decir b posibilidad de invo--· 
c;;r u m disposición de una Directiva frente a un 
panicular. Las I >in:ctiv:t~ tcm solo ¡~ozan dedica-­
CÍ;'l dirccr-a vertical asccndicnrc, es decir solo puc-­

clcn ser ínvocadas por el particular frente al 
Fsudo, y el hecho de qne no gocen de cficaci::~ 

directa vertical descendiente hace que los pani-· 
ollares iengan un mtdio p<tra ddCnderse ( meca-· 
nismo de invocabiiidac! de autoddCnsa)'". 

Se ha dicho que las disposiciones de las 
Uircci:Ívas son urilizablcs cada vez más, en rcla.­

cioncs de dcnTho privado. Las Directivas de 
Derecho del 'li·;¡b::~jo son hucna ilustración de 
ello, pues r:l asalari:1do, normalmenle y de 
mam'l.<l cmnprcnsiblc, se siente tentado a invo-­

carlas fi:cnu~ a su empleador, por ello, pam estos 
p:nticularc~, el reconocer b eficacia horizontal 
re,Hhb ctú·ws posirivos. Pero esto no es accp--­
rado po1· el 'J]C:IZ, por qtw Cllfre on;¡s nw<s des­
vinu;lría las dikrcncias lJirecriva/Rr:gbmento. 

bne de Ll doctrina no ohstallle, considera que 
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al no reconocerse eficacia directa horí:.wrnal a las 
Directivas, se está creando una situación discri­
minatoria qnc va_ contra uno de los principios 
fundamenralcs del derecho comunitario. 

La posibilidad de invocabilidad de l8s 
Directiv<J.s, más allá de la eficacia directa, nos 

lleva ahora a analizar la segunda nu:stión plan· 
tcada al Tl·ibunal, en el asunto ·r-:rancovich. 

Efcct1varncntc mediantT b SCP.:!Hld<~_ [Jarle de 
" la prirncrct cuestión pr~jnclicial, el órg:mo juris-

diccional nacíonal plantea el problema del 
alcance de un;-¡ responsabílidad del Estado 

(mecanismo de invocabilid<ld de indemnización) 
por los daüos resultantes del incurnplimicnro de 

bs obligaciones que le incumben en virtud del 
derecho cornunitario. Este problema lógica-· 
rnenJe se exarnirw a la iLu dd sistema general dd 
'Ji·atado y de sus principios -hmdamcntalcs, Jlc-­
g;mdo el TJCE a sentenciar qu.c un f_<',srado 
rnicrnbro cst<Í_ obligado a reparar los dailos qne 
rcsnlian p;na los ¡xm:icubres de la no adaptación 
del derecho nacional a la Directiva 80/98'//Ci~E. 
Lo primero que haced TJCE es , rccot·dando su 
jurisprudencia, refnírsc al ordcnamicmo jurídico 
comunlrario como propio e inregrado en los sis­
temas juridicos de los Esrados e impuesro a sus 
órganos jurisdiccionales, cuyos sujetos no son 
solo Jos Fsrados miembros, sino rambién sus 

nacionales, y que al igu;Jl que impone cargas a 
los p:HTiculares t:tmbit:n ¡:;cncra derechos que 

entran ;1 hHJn:tr parte de sn p;nrimonio jurídico, 
y estos se crean no solo cu<tndo el Tr;n8do los 
atribuye de modo cx¡)lícito, sino tambió1 debido 

a obligaciones que el Tratado nnponc de manera 
bien ddlmda tanto a los oarticubrcs, como a las • 
instilucioncs como a los Esrados 1

". Además 
incumbe a los órganos jurisdiccionales l'lacionk· 
les encargados de aplicar las disposiciones de 

derecho comunitario, gac-lnti'!.ar la plena cftcacia 
de t·alcs normas y proteger los derechos que con·­
ficrcn a los particularcs-' 1

• 

El Tí-ibuual seguidarncmc supcdira la plena 
eficacia dd dcrccbo comuní1ario a la posibilidad 
de obtener una rep~ración para los paniwlares, 

cuando sus derechos son lesionados por una vio-­
lación de derecho comunitario Imputable a un 
Estado mic~rnbro. La p<lSlhili<lad de reparación a 
cargo del Estado es indispensable cuando como 
ocnrre en esre ca.'io, la d!c:1cia de la norma esrá 
supeditada a una acción por pan e del Eslado, y a 

blta de tal acción, los particulares no pueden 
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invocar ante los órganos jurisdiCcion'aJes n:lcio­
nales los derechos que !es reconoce el derecho 

comunitario. Además, f:Sta obligación de repara· 
ción se basa tarnhién el el ;:¡_r¡Ículo ) del TCE_E. 

Pero hay qne decir que panJ que se pueda 
exigir· la respollsabi!idad del Estado, y esta genere 

un derecho a indemnización, se ddJen de cum­
plir una serie de rcquisitof, GjCJdos por d 'JJCF .. 
El primer requisito es, que d resuhado prescriw 
pm la Direcriw implique b <Uribución de dere-­
chos a 6vor de los particubres. El segundo es, 

que d conrenido de esos derechos pucd;¡ ser 
idcmificado bas;inJose en las disposiciones de la 
Directiva. El rerccr requisito es, que exista lHJ.1 

relación de cansalidad entre el incumplimiento 

de la obligación que incumbe al Es Lado y <'1 daüo 
suf'rido por );es personas afenadas. 

Precisamente el problema de las posibilida-­
des de Vfrificar estos requisitos, hace que sea 

dificil deicnnimr cu:íles ~cdn las consecuencias 
de la Sentencia Francovich. 

Asid primer rcquisir.o exigido es qniz~ aquel 
cnvo a!Gmcc es rnás diflól de circunscribir. J .a 

" 
mterrog,Kión que más se plantea_ afecta a la idcn­
tiflcación de la siruación jurídica subjeliva, cuya 
lesión puede d;:¡_r origen él_ la indenmiz;Kión 1-'.Dc 

este primer rcqni~ito se ha dicho que está relacio­
nado con la cuestión del efecto dirccro de la 

Directíva 11
. En este sentido hay que ':nrf'ndrr rpll.' 

b Duec1iv:1 o bs disposiciones pertinentes de la 
mism:J, deben renn por objetivo conferir en el 
orden jurídico interno derechos a los parricul:lres, 

que estos podrían hacer valer. Se trata por ranto 
de que la Directiva atribuya derechos a los parti-­

culares, lo que cJ.:dllyc que intereses o expectati-­
vas legítimas puedan ser invocables, sobre la base 
del derecho comoniLario para fundamentar un 
derecho a reparación del panicular en una acción 
en responsabí!idad comra el Estado 1'1• En cuanto 

al segundo requisito, no plantea ningún pro·­
blerna por ser una simple precisión del primero. 
Y finalmente en cuanto al t:erccro, que se refiere <J 

la relación de causalidad, no parece phwtear tam-­

poco grandes problem;Js. 

En caso de que se reunan estos requisitos, el 
Est<tdo debe llevar a c<tbo b rep;_uación en el 
marco de! derecho Oélcion:Jl en materia de res .. 
ponsabilidad. El 'l]CE se separa de los crlrerios 
propuest-os por el 5r. M1scho en sus CorJdusio-.. 
nes Ccncrales , en d sentido de que este, propo-· 
nía el crirerw consistente en que b rcsponsabili-

dad de un l'>nado 1niernbro, debe poder ex.igirsc, 
al menos en los ca,<,os en que se reunen las condi .. -
ciones en !as que se exigiri>l b rcsponsal_-;i]ídad de 
la Comnnid:1d por violación del dcredw con;u­
niwrio por una de sus instituciones. 

A fdra de nounativ;:¡_ cornunitcnia, corres-­

ponde al ordenamiento de c:tda Estado iHicrnLro 
designar los óre;:mos jurisdiccionales competen 
tes y rcgul<lr las mocblitbdes procesales de los 
recursm; judici>iles, destinados a g;.ll'anlizar la 

plena protección de los derechos qne corrcspon .. 
den rl los jllsticlableo; en virtud del derecho 
cornunir.ario. J\dcrn{¡s, b~ condiciones de fowlo 
y de fi:nm<t cslablecirbs por las diversas legisla-­
ciones nacionales, no ddxll ser menos favorables 

que L-1s referentes a reclamaciones scmr-·jantes de 
natur:l!cza (ntnna, y no pueden articul:-trse de 
manera que haGan pnícricamemc imposible o 
cxcesiv~unente dificil obtener b indcmni7.:1ÓÓn. 

Rr·spccto a cslos Js¡w.cJns, w· h:1 pb1llt::1do 
por algunos l::sr;Jdos miemOros la oponunid;Jd 

de proceder a una <tnnonización de bs coodicio~· 
ncs ¡lf: fondo y Forma, a hs qnc se cncuentr;l 
subordinada la indenmi:ración de los perjuicios, 
aunque otros se h:tn mostr;ldo n::acios a dlo", En 
genera! ,por tanro, el princÍ¡_lio de aw:onomía 

institucional de los b;tados es especialmente 
relev;-¡ntc en b <lplic;lci6n del principio de res 
ponsabiJid:ld, por d papd que jucg;m h> juris-­
dicciones t1<1cionalcs y los disLintos dei-echos 

irnernos en esla matcri<L No obs1amc esu: príncí-­
pío de autonomía, como se ve, tiene una serie de 
límites que k vienen impuestos por el derecho 
comunitario, así por h1 primacía del derecho 
comunitario o por el principio de traro mciunal. 

E~' importaJHC adem(ts, que cxiswn vías pro· 
cesales adecuadas , el hecho de qne en algunos 
Estados miembros no existan o sean insnilcicmes , 
puede conducir a que algunos l':st:HJos deban 
modificar su derecho imerno, no solo en cuanro a 
la cuestión procesaL sino tamGi.éu en ID referr:nre a 

las condiciones de apennra de];-¡ respow;abílldad. 

hnalmcnre csd claro qne ~i se quiere con 
seguir una aplicación uniforme de! derecho 
comunitario, cvidndosc un t-raro desigual de los 

ciudadanos connmír:uíos, ser;] preciso armoni·­
zar los distintos regírnen(:'S juridicm de responsa-­
bilidad púbhca. 

No podemos tenninar es1·c ;lpan:;.do sin pre-· 
sisar que b Senti''IKÍa hancovich rieJic en reali­

dad r:-1íces que van rnuy lejos, y;¡ sea en relación 
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v<Jrias oc1sioncs),cn el Real Decreto 505/85 de 6 
de 1narzo de 1985 que desarrolla dicl1o ardculo, 
así como en diversos preceptos de la Ley de Proce-· 
dimienro laboral que at<~flcn a la presencia del 

l"ondo en el proceso social·' 
El FUGASA se encuentra concepruado en d 

artícnlo J .1 del Real Decreto 505/ 1985 como un 
omanismo :mtónomo de cm-ícrer administrativo, ,, 
adscrito al .lv1inistt~rio de 'lf<~bajo y Seguridad 
Social, COJI pt:·rsonalidad jmidica y capacidad de 
obrar, parad cumplimiento de los fines estableci-­
dos en el anículo 53 ET·-i , que estahlece que 
d¡cho l-'ondo abonará a los trabajadores d importe 
de los salarios pendlcrHcs de pago, a causa de 
insolvencia, suspensión de pagos, quiebra o con-­
curso de acreedores de los empres<lrios. 

r.~; sabido cpre en Espafla existen unas catego­
rías de trabajadores wya relación bboral reviste 
caracrcr especial ( deportistas, artistas, rcpresen-­
tanres de comr~rc.io ... ), qnr: sr: h;¡n crwnntn1rin rnn 

que JrtiKlws veces, ante simacioncs de insolvencia, 
~e les han dencp·ado sus derechos. ,, 

La rel;¡ción est1eci3l-- en relación al 
fOGASA- que :1 nosotros LlOS inreresa ahora, es, 
siendo la nl<Í_s controvertida, la del personal de 
alra dircccióu. 

( )rra relación laboral de carau-er especial- la 
del personal al servic!o del hogar familiar-- nos ser-­
virá como punto de comparación y de distinción. 

L1 regulación legal dd personal de alta dircc­
dóu se cHcucoua por un lado, en d an 2..1 a) EI; 
y ;tdcrn;.ís, cu el Rc~1l ] kcreto 1 )8)./ J 985 de 1 de 
agosto de !98)" qnc se remite a su vez al Estanu:o 
de los rrab:Jj:ldorcs. En dicho Real Decreto no se 
establr~ce la ohligacióu de enrizar al FOGASA, 
rcmiü~ndose en cuanto a las garantías salanalcs a 
algunos artículos Jd Estatuto,· enLre los que no se 
incluye el .B, regulador del r:ondo. 

Del anículo 1 l. l del Real Decreto 
5051l985 rcsuk1 que, salvo para el caso de los 
deportistas proi-Csionales y de ios representantes 
de comercio, para que una relación laboral espe-· 
ual pueda disfrutar de la protección del 
¡;()CASA, su propia noiTO<o.tiva deberá hacerlo 
constar expresamenlc. 

En el caso de los trabajadores al servicio del 
hogar familiar, el régimen jurídico se contiene en 
d Real Decreto i /¡)Jí/1985, y su disposinón adi 
cional tÍilica establece que en lo no previsto por 
d se aplicarú la nonnativa laboral común, salvo 
d artículo :)3 E'f'''. 
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Por contra la aplicació_n o no del anículo 
33 ET al personal de alta dirección va a resul­
tar mucho más co1nplcja, por que su normativa 
reguladora no se pronuncia al respecto, como 
ocurre con los trabajadores al servicio del 
hogar familiar. En general se ha tenido que 
recurrir a una interpretación sisLemárica de los 
distintos preceptos. 

En el arrículo 3 del Real Decreto 1382/1985 
se sefiala que, los derechos y obligaciones concer­
nientes a la relación laboral del personal de alta 
dirección, se regularán por la voluntad de las par­
ces con sujección a las normas dd presente Real 
Decrew, y a la.~ demás que le sean de aplicación 
aiiadiendo que, las demás normas de la legisla­
ción laboral comt'tn, incluido el Estatuto de los 
trabajadores, solo serán aplicables en los casos en 
que se produzca remisión expresa en este Real 
Decreto o así se haga conscar expresamente en d 
cnnt-rAh). Por ln fll!e se: refiere a b prorección dd 
cn~dito salarial, se remite a los ankulos /./,?., ),9 y 
32 del Estatuto de los trabajadores. 

Relacionando toda esta regulación, se llega 
a la conclusión de que a falta de remisión expresa 
por parte del Real Decreto al arrículo 33 E'I: este 
no sed aplicado al personal de alta dirección, 
postura, por mm lado, defendida por la mayoría 
de doctrina y jurisprudencia-'6• 

El problerna, todavía abierto, ha sido plan· 
tcado en numerosas ocasiones ame los [ribunales 
cspaííoles, recayendo sobre él una jurisprudencia 
contradictoria que ha llevado finalmente a una 
necesaria unificación de doctrina. 

Es de destacar, en primer lugar, la Sentencia 
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid de 12 de marzo de 1990, que 
a su vez reitera una jurisprudencia 
consolidada,haciendo constar que la relación del 
persol'al de aha dirección queda excluida de la 
responsabilidad que impone al FOCASA el aní­
culu 33 ET. 

Se puede decir que en principio y en base a 
la normaúva espaííola, este pronunciamiento 
apoyado en varias Sentencias, no tiene n;:;da que 
objetar. Pero el problema no quedaba ahí, no se 
detenía en la normativa espaüola. La Adhesión 
de Espaiía a las Comunidades ha supuesto la 
aceptación, desde enero de 1986, dd acervo 
comunitario, y denrro de él de b Directiva 
80/987/CEE en torno a la cual ha surgido una 
abundante jumprudcncia a nivel nacional. 
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E.staba claro desde un principio, que las 
autoridades espaiiolas, en particular los 1i·ibuna­
les, no podían eludir los efectos que producen las 
Directivas comunitarias en los ordenamientos 
nacionales. En el caso presente, los Tribunales 
españoles no pueden eludir los efectos posi\Ívos 
que se derivan pala los paniculares de la Directiva 
80/98//CEE relativa a la protección de los uaba-­
jadores en caso de insolvencia del empresario'-. 

Precisamente en estos últimos afias, los Tri-­
bunales espaiioles parecen haberse hecho cargo 
del problema, en el sentido de que ha habido 
una serie de pronunciamienws jurisprudencia les 
cuyo objelO ha sido dilucidar si el personal de 
aha dirección, Lal como viene definido en d 
ordcnarnicnro jurídico espaiiol, y reniendo en 
cuenta las obhgaciones impueslas por la Direc-­
tiva 80/987/CEE, tiene derecho a las prestacio­
nes que el FOCASA concede en caso de insol-­
v~;ncia dd empresario~~. 

Frente a w1a Jurisprudencia nacional sur· 
gida tan solo del derecho csp;~fwl, nos encomra-· 
mos como hemos visro con una jurisprudencia 
nacional surgida de la colisión del derecho espa-· 
íiol con el derecho comunirario (en este caso 
con las obligaciones irnpucsras por la Directiva 
80/987/CEE)~ 

Eutre dicha jurisprudencia destaca la Sen­
tencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supe­
rior de Jusricia de la Rioja de 27 de marzo de 
1990, ya comentada por algún amor'~, en la que 
se rechazó un recurso de suplicación interpuesto 
por el FOGASA contra una Senlcncia del Juz­
gado de io Social de la Rioja, por la que se con­
denaba al refáido organismo, a abonar una 
suma al demandante que había sido excluido de 
la prestación prevista en el artículo 33 E1~ por 
ser califlcado como personal de alta dirección. 

Esta Sentencia resulta interesanre sobre 
todo por que partiendo ya de una supuesta coli-­
sión ell[re derecho interno español y derecho 
comunimrio, ha emrado a analizar, los principios 
generales de eficacia directa y primada del dere­
cho comunitario, y por cieno extendicndose has-· 
rante en dicho análisis, ha concluido que dados 
los términos datos y precisos de la Dirccriva 
80/987/CEE en su versión modificada por la 
Direcüva 87/164/CEE, ninguna duda cabe, de 
que en aplicación direcra de la misma, el único 
crédito de los rrabajadores por cuenta ajena no 
asegurado por el Escado, en caso de insolvencia 

del empresouio, es el de los empleados domésti .. 
cos a! servicio de una pcrwna física. 

Esta Senrencra ha s-ido calificada de impar-· 
rante sobre todo por ser una de las primeras que 
ha tratado el tema de la compatibilidad del orde .. -
namiento intr_rno con el comunitario, abor­
dando frontalmente la eficacia directa de la 
Directiva 80/987/CEE y aplicando esta directa-· 
mente, fi-ente a la normativa nacional conuadic-· 
wna (Real Decreto 1.382/1985). 

Dicha postura fue considerada correcra, en 
su momento, en base a la posrura del propio 
TJCE que habí8 declarado el incumplimiento 
dd E.stado Italiano, por la exclusión , no prevista 
en la Direcriva 80/987/CEE, de los directivos, 
aprendices y trabajadores a domicilio de la 
garanda de pago asegurada por la imtiwción 
exisrente al efecto'". 

Adem<is el propiO Gobierno español, puso 
de manifiesto que no desconocía la incompatibi-­
lidad del Real Decreto 1382/1985 con la Dircc­
civa 80/987 /CFE; 1

_ 

De los 1i·ibunales Superiores de Justici<! sur-­
gieron una serie de Sentencias sobre esta cuestión, 
entTC dlas la ya comentada del Tribunal de la Rioja, 
que resultaron ser comraJictorias, por lo que fue 
necc~~ario recurrir ala unificación de la doctrina. 

Dicha unificación se llevó a cabo a través de 
dos Sentencias del Tribunal Supremo de 1.3 de 
junio y I3 de julio de 1991, respcctivamcnrc;·'. 
Sin en erar a valorar una serie de argumentaciones 
confusas'_~ que contienen dichas Sentencias, hay 
que decir que en ambas se declara que no son 
aplicables al alw cargo, las normas referidas sobre 
garamía salarial, pese a que la exclusión comuni­
taria de Espafla se refirió únicamente a los emph 
ados domésticos a! servicio de una persona física 
por que como dice la ser,unda Sentencia, la 
incondicionalidad y pw--jsión no concurren en la 
Directiva 80/987/CEE sobre rodo por que exis-­
ren distintas fed1as a elección de los Estados para 
la dc[errninación dd periódo base de retribución, 
así como diversas modalidades para la organiza­
ción ,flnanciación y fúncionamicnto las institu-­
ciones de garantía, y además se deja en libertad 
a los Estados respecto de las medidas a adoptar en 
el ámbito de la Seguridad Social. Añade el Tribu­
nal Supremo que " no es obstáculo a la conclu-· 
sión anterior, que ya exista en Derecho espai'iol 
una institución de garantía cual es d Fondo de 
Garantía Salarial, en la medida en que si bien 
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cabe schalar b adecuación entre su normativa y la 
comwiiuria en cuanlo al concepto de salario 
empleado, no obsuntc no hay suficiente adecua­
ción de sus normas CIJ diversas nHtterias" Des·· 
pués el Tribunal Supremo se refiere a esas maie-·· 
rias, a.sí, entre otras, a los pcriódos de retribución 
aser;urados ,a los principios rnínirnos de fin:mcia· 
r:ión .. ecr, y flnaimcntc declara que en base a 
rodos estos f"undaruenr.os la Directiva 
80/987/C:EI-i uo goza de eficacia directa". 

Después de todo este recorrido por la lcg1s · 
lacíón y junspnrdencia espariola se pueden sacar 
una serie de conclu.~ioncs. 

Por un lado nos encontrarnos con una legis­
lación espaüola, que frente a la Directiva en 
cuestión, nos lleva a una situación de confusión. 
Los mismos Trib,walcs espaüoles mantienen 
posruras contradictorias por lo que finalmente es 
nece.~ario unificar doctrina. Los 'lJ:ilmmles cspa-· 
úoles al ver qm~ no hay una rcmi.>ión al artículo 
.33 ET para el personal de aira dirección en los 
casos de inwlvcnci:<., se lijan en las nhli¡:;:a it!ncs 
prescritas por la Di:·ectiva y eligen la vía de la efi" 
cacia directa para comprobar si es posible apli-· 
carla (d Tribunal supren1o podía haber optado 
por otra vía como la de la inrerprer.ación). Con 
argumentos pobres y casi siempre confi_¡sos, el 
Tribunal Suprcrno llega a sentenciar que dicha 
Directiva no goz:1 de eficacia directa. El 'lí:ibumd 
espaílnl no se plantea m:ís y deja por fanto sin 
prol'ccción al personal de alta dirección, benefi-­
ciando al ¡;ondo, a pesar de que dicho personal 
no csd exdL'ido en d Anexo de la Directiva 
110/987/CEE. 

Creernos que las autoridades espafiolas y en 
parricular los Tribunales no_ han hecho todo lo 
que debían hacer respecto a este problema, y ello 
por varias razones. En primer lugar está claro 
que en d derecho espaflol no se da una rrasposi-­
ción correcta de la Directiva 80/987/CEE por 
que en dicha Directiva no se excluye 2.l pcrsonaJ 
de alta dirección( por lo que se entiende 
incluido) y en la ley espatíola no hay una remi­
sión al anículo 33 ET que rq~ula la institución 
de garanda espafíola, y por otro lado, tampoco se 
crea por el derecho español una institución de 
garantí<l especial para dicho personal. 

Podríamos declt' que Espafía se encuentra 
en una simaóón de incdmplimiemo técnico" , 
aunque sea difícil de asumir y algunos pil~nsen lo 
comrano_,(, , y esd claro que una adaptación de 
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Jicha legislación a la Direcriv<l no supondría 
tanro trastorno. 

En segundo lugar, d ·¡ 'rihunal Supremo al 
proceder a b interprel:ación de una complcía 
Direcriv:t cornunitaria, debiera haber hecho uso 
del mecanismo previsto en d art 1/7 TCEF, que 
obliga a los órganos jurisdiccionales " cuyas dcci-· 
siones no sean suscepliblcs de ulcerior recurso judi-­
cial de derecho intemo ", a planrear cuestión prc· 
judicial ante el 'IJCE cuando exista alguna duda 
Imerprct:ativa sobre UJla norma comunitaria de 
cuya respuesta dependa el Fallo. Dicha obligación 
file matii,'1.d.t por el propio 1]CE a través de la leo .. 
ría dd" acto <Jdarado" (que exime de la obligae1Ón 
de plantear la cuestión cuando la duda Ífllerpreta· 
liva haya sido aclarada por el 'lbbunal) y la teoría 
del" acto claro" ( que exime de planrear rhcha 
cuestión cuando no exista dudrt razonable sobre la 
cucsrión controvertida), teorías ambas que no se 
pueden aplic;Jr en el presente caso'. 

Es ahora cuando un Tribunal cspariol ha 
planteado vanas cuestiones prejudiciales .sobre b 
Directiva objeto de controversi;:¡, pero todo sl:a 
dicho, hall sido planteadas de f(:mml muy simple 
y sin grandes ambiciones, en el sentido de que 
no se le prcgunra nada al TJCE, sobre el cum-· 
plimicnto por el r:ocAc;A de h-J,, exigencias esta-­
blecidas en la lJirewva. f'01 otro lado, hubiera 
sido oportuno pedirle al T.JCE que intcrprerara 
la Sentencia hancovich sobre la posible aplica·· 
ción conjunta de la parte de dicha Scot<:ncia q11e 
reconoce que las disposiciones de la Directiva 
sobre beneficiarios y contenido de la gare~ntía 
cumplirían los requisitos para tener efecto 
directo, y de la regulación cspai1ola .sobre el 
I;ondo, con lo que se evitaría el obst:lculo que no 
permitió al T.JCE reconocer ef-i.:cto directo a la 
Directiva en conjunto. Aunque esta posibilidad 
nos plantea la duda d!.C si se daría en este caso 
una eficacia direcra horiwnral de la Directiva, al 
estarse e:'\:igicndo indirectamente a los empresa .. 
rios que coticen al };OGASA tarnbién para d 
personal de alta dirección. 

Planteado el rerna en estos términos, es hora 
de adentrarnos finalmente en las soluciones que 
aporta el ·lJCE. en el asunto Wagncr Miret, ana·· 
lizando los efecr.os que las mismas pucdatl tener 
de cara al fi.Jturo. 

Algunos opinan ya, que nos cnconrramos 
anre una Sentencia que sorprende por su parque­
dad. Ef-Cctivamentc, frc1He a la Scnlená_'! Franco·· 
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vich extensa y detallada, esta se puede caliGcar ele 
pobre, por que para resolver una cuestión com­
pleja el TJCE da la solución en apenas siete pági 
nas sin entrar a fiHldo en los grandes problemas;'. 

Las dos primeras cuestiones no plantean 
ninGÚn problema para el TJCE, por lo que las 
resuelve sin rodeos y de forma conjunta, y ade-­

más qucdandose siempre en la fase comunitaria 
de la cuestión. El órr-,ano nacional se !imita a solí.~ 
citar dd TJCE que se dilucide si los miernbros 
del personal de alta dirección pueden quedar 
excluidos del ámbiro de aplicación de la Directiva 
sobre la insolvencia de los empresarios, aunque 
no figure en el Anexo de exclusiones. Si solo 
tenemos en cuenta qué cuestión se le ha plante­
ado al 'IJCE y cómo se le ha planteado, podemos 
comprender mejor la respuesta dada por el TJ-i.­
hunal, que concluyó que" los miembros del per-­
sonal de aka dirección no pnedcn quedar cxchá-­
dos del ;ímhito de aplicación de la Directiva 
80/(_)87/CEE dcl Consejo de 20 de ocmbrc de 
1980, sobre la aproximación de legislaciones de 
los Esrados miembros relativas a la protección de 
los trabajadores asalariados en caso de insolven­
cia del empresario, en su versión modifrcada por 
la Dirccriva 87/164/CEE dd Consejo de 2 de 
mau.o de 198/, ya que e! derecho nacional los 
califica de trabajadores <1salariados y no Gguran 
en la sección l del Anexo de la Directiva". Dicha 
respuesta, calificada de pueril, corno vcrnns se 

ciííe exclusivamente a la cuestión planteada, t·arn·· 
bién calil'icada de puenP~. Eu realidad la pregmHa 
debería haberse hecho en ouos términos, esto es, 
se le debería haber planreado al TJCE el posible 
incumplimiento por parte de Espaüa de las obli·· 
gacioncs que le incumben en vinud del derecho 
comunirario. El TJCE no entra a estudiar el dcre-· 
eh o cspaiiol y en concreto, la sicuación de incum-· 
plimiento, que todos conocemos, en que se 
encuentra el Estado españoL El1JCE parece que 
convalida la trasposición que se ha hecho en 
Espaüa de la Oircniva 80/987/CEE, y en todo 
caso considera que existe un pequeño incumpli .. 
micnro limitado a un colectivo concreto, el de los 
altos directivos. Pero no nos engañemos, el 
incumplimiento está ahí, y tarde o temprano, 
deberá constararsc y reconocerse. Hubiera sido 
muy fácil para Espafta ponerse a la altura de las 
circunstancias en su momento, es decir hubiera 
sido muy ficil que el Estado cspaftol hubiera 
incluido en d Anexo de exclusiones de la Dircc-

liW a los altos directivo~·, tal como hii.o en 198/ 
con los empleados dd servicio doméstico. 

Pero entremos aún en las solucione~ a hl ter" 
cera cuestión planteada al TJCE para asombrar­
nos un poco nl<ÍS. 

Como dijimos anteriormente , mediante la 
tercera cue.stión prejudicial, el órgano jmisdic­
cional nacional solicita que se dilucide, si en vir·­
tud de b Din:ctivd 80/987/CEE, d personal de 
aira dirección ¡icne derecho a solicitar el pago de 
créditos sahrialcs a iJ institución de garantía 
creada por d derecho cspaiíol para las demás 
categorías de trabajadores a<;;dariados, o caso de 
no ser así si tiene dercd1o a solicnar del Esrado 
miembro de que se trate, b índernnización de 
los perjuicios sufridos como consecnenci<l del 
incumplimiento de la Directiva en lo que a 
dicho personal se refiere. 

F.! TJCE, en primer lugar recuerda la dis·· 
crccc!onalidad que rienen los Esr<Jdos, en cuanto 
a la creación de las instiwciones de garantía, y en 
base ;:¡ !".~lo, el no rcconocirrüerHo de cflc,u:ia 
directa para la Directiva 80/98//CFE. Además 
señala que Espafla solo ha creado un;J instirución 
de garan-da, que es e! Fondo de Gararnía Salarial, 
y que la Direcliva cucsrionada no obliga a crear 
una misma institución de garanría p~;_ra todas las 
categorías labor<1\es, por r;mto del margen de 
apreciación que se reconoce a los Estados núcm-­

bros hay que deducir, que el personal de alta 
dirección no puede ;tcogersc <1 ];¡ Dircct ivct para 
solicitar el pago de los créditos. 

A continuación el Tribu11al , recordando 
la Scmencia Mar[easing plantea la posibihdad 
de que el derecho nacional pueda ser intcrpre .. 
tado a la luz de la Directiva ( mecanisrno de 
invocabilid<1d de interpretación), pero por otro 
lado recuerda que el órgano nacional lo hará 
cuando presuma que e! Estado ha tenido inten-­
ción de cumpíir plenamente la~ obligaciones 
derivadas de la Directwa, inrención que .::n este 
caso no se ha dado. 

El TJCE dice que parece deducirse que bs 
disposiciones nacionales no pueden ser interpre .. 
tadas en un setltido confOrme con la Directiva, 
no permiriendo por ramo asegurar al personal de 
alta dirección el goce de las garantías previstas en 
la misma. Si este es d caso, en base a la Sentencia 
hancovich el Esrado español estará obligado a 
reparar los perjuicios sufridos por dicho personaL 
debido al incumplimiento de la Directiva en lo 
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que 'l dicho pcrswul se re1-lcrc. En dcfiniriva la 
n·~.p1resta fmal del TJCF es que" ct) El per~onal 
de ,tJ¡a dun:ción no tiene en virtud de b Iiirec-­
LÍV:.1 S0/93//(]-_·'J:~, deredJO a so!Jcit;u d )Xlf;ü de 
los crédiws s:tlari:-ilc:s ;¡ b im:tiruuón de g:uanda 
r.-read:1 ¡lOr el dcn·clw nJcion;l\ pua las dcm;ÍS 
cnc'ori~l:, de ;:r:lha¡:adorcs :_¡salariados v l1) en 

' , ' 

cr.<;o dr: qur: d dnec:ho na •. :ion:JJ, incluso inter"­
pn-:r:ulo :\ b lill. de did-1;1 DirecrÍ'-'a, no permitiera 

asr-:r-ur:ll' c:l rwcc de Lis ~'-:uanlÍ<~~ t}tlt 1:1 misma ,, ,, ,,J 

pt :JI person;_¡] de alr<t d_irccción, este ricne 
d.crccLn ;_; ~;oiíci!Jr al Estado rnit:rnhro de q11e ~~·e 

¡_¡·;¡re b Íllc.krnut:~.;JCÍÓn rlc los prrjtJicio.'i sufridos 
. 1 1 . 1 ' 1 , 

C<)i)iO COD!it~C\lt'HCJ;l, CH'l inCU)J 11111ento (e \:J 

dircorva en \o que a dicho lJCrsonal ~e refiere". 

Comn dice e1 Abundo pcnt:ral Sr. l.enz en 
'-' " 

su:; Conr (m;ionc:; Ccm·tales''"," d -rt-ibunal iUcio-

n;;l al pLmtc:1r la cm:st·íón prcjndicial tenía pn>­

S(:II(c b St.'JHCnl_·i:l dicr:Hh el! el ;ISUIHO h-anco­
vich", puü no tuvo en cncwa que bs situaciones 
tT;¡n disruu:¡.~ y qui;_;\ no ddlCrí;l \uhcr hecho d 
¡-Jbntvarniutw en n'nnÍJHL'' .sobt-rtenrc de respou-­
:;;¡iJilidad del Estado. 

Q11iz'i el 'üibunal oacion:Jllo debb haLer 
pbnreado Ul orros ró·¡¡Jinos, dndo que, en d caso 

\V:tencr /vhrcl, uo ~;r- rh la c:Henci<l c¡nc se d:.ib:t ('l'J ,, 
F¡·arH.:ovich, en r,;l que 110 existía un órg"Jno como el 
¡:ocAS/\ que cumpliera lo esrip~.1bdn en k Dircc .. -
1Í\'a. En el caso \XIagner M_irel. el prublerm es que 
VX!SU' wn pcr]UCÜ<l bguna al no incluirse por ];¡ 

lc-~'l'd:H.lún cs¡-¡;¡¡'iula como I_H.:ncficiarin del ,, 
HY ;ASA al pcn:ord de aira dir('u.:íón. 

¡\ los Tribun;llcs se les ofl:ccc corno vemos, 
la d:t de b intcrprefación del derecho nJcional 

confórmc a b Dirccriva, pero dcsrntés de dar el 
pwpio T.JCE 1.111:.1 intcpretación en sentido nega 
tivo. l.a posibilidad de LJna interpretación en 
sentido positivo se vda, por tamo, inicialmente 

hundid:t vistas las posturas dd TJCE y de los 
Ti:ilmnalcs es1xriioles que no reconocen b posibi · 
\icbd p::1ra el pc1·sonal de ~lta dirección de acudir 
al FOCASA p;1ra ver gararlt:i:;::ulos sus crédiros. 

Finalmente el TJCE est<!.blece qne, si de la 
inrerprnación dd Derecho nacional resulta que las 

disposiciones de este no perrnitcn al demandante 
bcndlciarsc de b garanr.ía qnc k corresponde, d 
anor erl d pnlcedirniclltO prinnpal tendría derecho 
:1 ser indenmizado por d Estado c~vaiiol, ud como 
se conf-igorcí en el asuma l·'rancovich 

Si 1a vía de la respom-abilicbd del Estado 

!-itcr;t la que se escogiera finalmeme, habría que 
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acudir de nuevo a h Sentencia Francovich y apli­
car lo estipubdo en ella, por 1o se llegada a la 
si-cuación de que p~ua casos distintos, se :1plicaría 

la misma solución 

5 CONS!DF.RACIONES i'INALES 

A 1u lJt·go de esle trabajo se ha podido coro" 
prol-m: que de h jurisprudencia del 1JCE han 
surgido varios ,m-canismm; de invocabilidad, esto 
es rnecanisrnos qnc permi¡en a los paniculares 
invou1r (llltc los '!'ribunales n;:¡cionales sus dere-­
chos r.lcriv:1dos del derecho comunitario. 

El T)CE ha ido av:mzando de la ínvocabíli 

dad basada en el cfCcto directo de L-ts disposiciones 
comunitarias ha,<;ra otros lipos de invocabilJdad 
b:1~ados en criterios diversos. EL TJCE se dio 
cucuta de que en los c1sos de incumplimiemo de 
los Est:tdos rc.'ipcuo a disposiciones carentes de 
décro dircuo( por llo reunir los requisitos exigi-­
dos) ;.ligo M:" debía hacer para qtw lo:. particulares 
no quedar(in e11 tmd situación tic- mcldCnsión, esto 

es, péH<l qtJc Jos paniculares pudieran invocar sm 
derechos atllc las autoridades nacionales. 

Las Sc1Hencias r:r:mcovid1 11 \XI:1¡mcr Miret son 
' ' 

una mucstm de la búsqued;:¡ por parte del l]CE, de 
otros mecanismos de invocabílidad que 11errniticran 
:1 los panicubrcs garantizar sus derechos. 

f,rnbas Scrncncias se inscnbcn, cbro csd, 
cr1 el marco del sislcm;¡ sancionador conHinit<ltio 

que sobre todo en d momelüo de surgir la Sen--
1cncia -h·ancovích pH:scntaha serias lagunas. 

Es en fmncovich en donde surge el mecd-­
nismo de invocahilidad de indemnización que 
consiste en que un ciudadano comunitario que 
reciba un daílo o perjuicio corno consecuencia 
de un incurnplirnicmo de derecho cornunirario 
por p:m_c del Estado, pueda exigirle la indemni­
zación de dicho dafio o perjuicio, indemrúz.acio-­

nes que hoy por hoy están establecidas en cada 
derecho nacional 

La Semenna Francovich ha sido califlcada, 
y no sin razón, de novedosa e importante en 
relación a las garantías de lo~ parnculares y a la 
propia efectividad del derecho comunitario. 

No obstante, mín e~; pronto para hablar de 

sm· cfi:c-ws por lo reciente de In mismn. lndmo 
se ha llegado a dudar de sus eft:~cto~ positivos 
entre otras cof;as, por la exigenci;:¡_ de varios 

requisiws para poder reclamar <d Estado dicha 
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indcnmi7.rtción, alguno de ellos de ;;¡plicacicín 
compleja, y adciná.'i por otro lado L--1 Sentencia se 
rcrnlte a los sistemas nacion;:¡Jcs de Fxi,o-cnÓ;¡ de 

" rcsponsabilid<1d lo que hace pensrtr que debido a 
las dih:rcncias entre sistemas naciun;:des (e:xts-­
tiendo bgunas en algunoc. de ellos) la procección 
Lambil'n sería tbfcrenle par<l los paniculares. 

Por su ¡x1ne la Semencia \Var-ner Miret es 
" una Sentencia que no aporta nada nnevo y se 

puede decir qnc da un paso atrás. 
El asunto que se le pbntcaba en este cJso al 

TJCE era complejo, pero conrrastabd con lo 
sim.plc y pobre de las cuestiones prcjndicialcs 
planteadas por d 'üibunal cspaí'toL De lli1élS prc ... 
e;unras pobres y pueriles, ha rcsnlrado también 
tmd Serücncia con las mismas uractcrísticas y 
además, depcmlicntc de la Sentencia h;:tncovich .. 
r~sto es, b Semcncict \'\lagw:r Miret no ;,e puede 

entender sin Kndir a la Scnrencia Francovich. 

El TJCE com!cn:ra la Sentencia diciendo 
qur:: el pcrsonat de ;dr;l dirección no csrá exchlido 

de la Dircniv<l 110/98//CFt:, flero pnsrerior­
mcntc se pierde en 11na cuestión prcjudici:d 
sol m· la posibk intrrprctación dd derecho n:Kio · 
nal :1 la luz de la Dircniva, y dig-n se pierde por 
que primero dice qnc el person;:¡J de aha direc­
ción no tiene en virrud de-la Directiva, ckrccho a 
solicÜaJ d pago d(c los créditos rl la insti!-uóón de 
r;arantía crcacb por d LkH_'L.ho !Jacional parrl bs 
dnn:is cHcgorL1s de rr;¡b;Jjadorc!; a.~ahriados y 
dcspui-s aíi:Hle , qu\' si e! dcrcchn nacional 
incl11so interpretado :1 la lnz de didw i)ircuiv<l, 

no pcnniriera asegurar el goce de bs g:uanrL1s 
para dicho personal, es! e riene derecho;¡ solicitar 

al Estado nucmbro dc que se mm~ b indemniza-­
ción ele perjuicios sufridos como consecuencia 
del incumplimiento de la Direniva en lo que a 
dicho personal se rcfíere. 

El TJCE se mueve entre hipót~sis no f;;¡cili-­
t<mdo en nada el camino, ui al 'Ji·íhuual nacio­

nal, ni a los particulares. Par:t el TJCE no debe 
ser la mism;l insrimción de garanlía la que res·· 
poncla par:1 todos los trab:Jjadorcs rtsalari;:n\os, 
por lo que afirma que desde su punto de visrrt 110 

se deLe int<:>rpretar que el rOC/\St\ responda de 
los cn~ditos del personal d(' :Jira dirección, _pero 

por 01:ro lado le deja al Tribunalnacimul que lo 
mtcrprete corno qwera. Vist<l b jurisprudencia 
cspahola cxisrcnre t:ll b materia no creo que la 
ley nacional se imcrprctc en el sentido de qt~e d 

FOCASA rienc que responder por d persona\ de 

alc1 dirección, por c¡ue cu bs Scrnencias snhre 
unificación de docrrin;¡ dci 'JriLmn:JI Supren-tn 
espaüol( en bs q11e se planteaba la apliclción de 
la Direuiv;¡ 80/98//CEI .. ~) se dcj6 dHro que el 
FOCAS A no responder{;¡ por dicho colcui\'(L 

La solución al tC'In3 phnte<~do 110 :.;e e.rvu1.'t!, 

na ncccsariamernc a lr:-wés del plant:earnícnro de 
una cuestión prcjudicial ;:¡¡¡J:e d "JJCE, sobre todo 
corno la pl:mtcrida pot d Tribml<d csp:li-io!, adí'­
más m;Ís bien se debírt de h:1lx~r pbnrecHiu u11 

recurso de incumplirmemo c:ontr;¡ d Ec:tadn csp:l­
hol, _para que posrcriormcn_te adecuara su lcgísb 
ción o en su c;:¡:;o d pa_rtícular lmhiera porlidü 
recurrir sin rn::ís prdmbulos :1 la vía de b_ rtspon­
sabilicbd por ,hilos. 

J";l solución rrd_;; q11c c11 el propio dctn:ho 

comrmín1,·io (aunque tam!;i6n s(-: ptlctJ,. ClJUJJirnr) 

Sf' encomraxía en el derecho espahot ,S;1bido es r¡uc 
d problema de pmln:ción de los n-éditos s:1lanalcs 
del personal de ah a din_'cÓÓll existía <lllíe~; dC' qnc 
!mbicr;l entr:1do cll vigor la AdhcSJ()¡¡ de Fsp:tn::_ :1 

la Conmnichd, :dwc:1 bien con la cmraéh en la 
CoJ1ttHlidad d t_nn;J todavía se Cllmplicó ru:_Íf; ¡mr 

que en Lasr al princip!o de prim:1da _K~p:lh:l est:í 
oLligada antes por el derecho comuniuno que 
por el naóon:J!, esto es f.sp:tfia csd oLligcLb ~ 

cumplir con lo n·ripul,ado en Ll Oirectiv:-1. ¡\ 
E~rwtia a(km:ís se le dio en su monwnro la oponn 
nidad de cxdnir :1 los rr:lb:Jjadmcs que qmslCra de 
la aplic:KÍÓn dv 1:1 mi.mJ;t, opornrni(hj(l qrw Do 

éljll"'VI.:chó rcs¡wuo al pcrson:d ck alw dJrccción 
U(:Mlc el ptllllO de vif;CI del dcrn:lw r:sji:tiwl 

las solncion('S pueden ser, o bien, c¡nc h:-ty<l lill<l_ 

rcfónna dr:: la lr:y, en el 'cnrido de admitir b ;1p!\ 
cación del artículo 3J FT para el personal de alta 
dirección d,, fónna qne se vicr:1 fH01'cgido por el 
FOCASA, o Licn, cre;Jr !llla insLitución de var~m· - - - - - o -

tía exclusiva p;!ra el personal de alt:1 dirccciólJ .. 

La solución de deJr•cho comunir.ario r:mil)ién 
es sencilla, se rr:uaría de modificar de nuevo l:t 
Dirccriva 80/9iiJ/(_J~E (~11 d ~~cmido dt: inchúr en d 
/\nexo de cxcht~ioncs al pnsonal de alc:t dirección 

r:ina\menrc en cuanto ::d recurso a ]o;. rnec\ 

nisrnos de invocabilidad creados por el 'fJC:F se 
lu porlido comproLar tplc no son adecr.i<!dos 
para este caso. Así, ni d rnccanismo de lnvoc:Jl_¡¡.­

lidad de sustit-ución (rcquisiws de dlcKi:.l 
direu-<J), ni el lrHTanismo de ÍIJVOC<lhilílb.d de 
exclusión, oi el olvcmismo de invoc:thili(_bd de 
intTrprctación se :Jdaptan rnov Licn a bs cw:·suo­
llCS phnteadas en Wagner Miret. Fin:tlmcnte 
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solo le ha q11cdado a los 'Jhbunalcs la posibilidad 
de resolver d caso recurriendo al mecanismo de 
invocabilidad de indemnización ( reforzando así 
su importancia), corno t'mica posibilidad del par­
ticubr frente ;¡] Estado, mecanismo, que como 
hemos visto a lo largo del trabaJO, también tiene 
sus problemas. Además como hemos advertido 
anteriormente, para asuntos difáenres el T.JCE 
ha terminado adoptando idéntica solución. 

Es de esperar que el TJCE tenr;a la oportu­
nidad de prontmci;Jrse de nuevo sobre la aplica­
ción de la Directiva 80/987 /CEE y que por fin 
cierre la puerta que ha dejado entreabierta en 
Wagnet· Mirct. 
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